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Ejército, general Femnando Torres, por haber
mantenido durante afios “una permanente de-
negacién de justicia en las causas de violacio-
nes alos derechos humanos”, segiin sostienen
los acusadores. :

A partir del mismo martes, ninguno de
ellos podr4 salir del pafs sin autorizacién dela
Cémara de Diputados. Y aunque tengan per-
miso, no podrén hacerlo si se aprueba la
acusacién. Esta debe ser formulada por al

-menos diez diputados.

Lo que suceda en el Congreso estd por
verse. Las posibilidades de éxito varfan segtn
el recorrido que tenga que hacer la acusacion.
Los diputados Jorge Molina, vicepresidente
del PPD, y Andrés Aylwin, DC, (redactor del
texto borrador) dijeron estar confiados en que
1a Cémara la aprobar4. Al parecer, el proyecto
despert6 entusiasmo entre los “honorables”
de la Concertaci6n, que cuenta
con la mayorfa simple que se
requiere para su aprobacién.

Pero su paso por el Senadoes
mds incierto. *Ahf se verd”, co-

incidieron, con cautela, Molina
y Aylwin. Aunsi el Senadonola
aprueba, concluyeron, la acusa-
ci6n tendrd *“un granpesomoral”.

Segiin aseguraron los parla-
mentarios de las bancadas del
PPD, PDC, PR, PS, el gobierno
noquiere, ni puede, intervenir en
el tlema. Asi lo confirmé el mi-
nistro Enrique Correa a LA
NACION: “El Poder Legislati-
vo es auténomo.en sus decisio-
nes. Y nosolros respetamos esa f§;
autonomia”.

En todo caso, hay un dalo
objetivo: son48 los diputados de
la oposiciény 72 de la Concerta-
cién. Las fuerzas, sin embargo,
son distintas en el Senado: 22 de
1a Concertacitn, 16 opositores y

ocho designados. Es decir, 24 en
contra, si los designados bolan
en blogue junto a RN y la UDL

( ENJUICIAR LA CONDUCTA

El diputado e integrante de la
comisiénpoliticadelaUDL, Juan
Antonio Coloma, se mostré cau-

teloso: *“Habrd que esperar cémo
_ sepresenia la acusacién”, dijoa
LA NACION. Sélo entonces
eniregard una opinién definitiva.
Insistié en que “ya he visto con
demasiada frecuencia el anuncio de acusacio-
nes que después no se materializan y sblo
persiguen efectos publicitarios”. S{ advinié
con firmeza:

“Una acusacién constitucional no es un
recurso politico ni una chacota”.

Coloma recordé que su partido se opuso a
laacusacién constitucional que promovié RN
enmayo del '91 en contra del entonces minis-
tro de Transportes Germén Correa. “No esti-
mamos que era procedente en ese caso. Con la
misma imparcialidad y con la seriedad que se
requicre, actuaremos ahora”.

El quérum necesario para el “ha lugar” de
la acusacién es de simple mayorfa de diputa-
dos. El Senado, por medio de una volacién
secreta, har4 las veces de jurado. Los senado-
res deber4n pronunciarse “en conciencia”, en
volacién secreta, si los acusados son o no

responsables del cargo que se les formula.
Estoes, la Cédmara propone y el Senado dispo-
ne.

Si se establece Ja culpabilidad, los afecta-
dos quedan autométicamente suspendidos de
Sus cargos e im]xdidos de desempeiiar cual-
quier funcién piblica durante cinco afios.
Seriala primera vez en la historia reciente que
prosperara una acusacién de este Lipo.

De acuerdo al artfculo 48 de la Constitu-
cién, la présentacién sc puede hacer mientras
el posible sancionado ecsté en funciones o
dentro de los tres meses siguienies a que
expire su cargo.

Los autores de lainiciativa precisaronque,
en la préctica, la acusacién constitucional es
¢l tinico mecanismo que permite hacer res-
ponsables a los jueces de “una torcida admi-
nistracién de justicia”. Plantearon, en con-
traste, que “'el Poder Judicial interviene nota-
blemente enel Poder Legislativo™ Comoente
politico, sostienen, participa en ¢l Tribunal
Constitucional, en el Consejo de Seguridad
Nacional,-¢l Tribunal Calificador de Eleccio-
nes, designa senadores, acoge recursos de
inaplicabilidad de las leyes y tiene una fun-
cién de superintendencia de todos los tribuna-
les, incluidos los militares.

Molina subraya que “no pretendemos E,-
a

vaniamos en jueces ni revocar fallos™. La
intencién, explica, es “enjuiciar la coa_‘nducla_
de los ministros que han impedido la investi-
gacién de los delitos cometidos. Aclara que
“no buscamos revisar los fallos ni sus f_unda-
mentos, ni caer en una acusacién genérica de
todos los magistrados de la Corte Suprema”.
A juicio de los parlamentarios, la Tercera
Saia se ha caracterizado por una permanente
obstruccién en los casos de detenidos desapa-
recidos y por una incondicional adhesiénala
Ley de Amnistia. .

De acuerdo a la Constitucién del 80, ¢l
Parlamento s6lo podré acusar a la Corie Su-
prema por hechos que hayan resultado en
fallos emitidos con posterioridad a la confor-
maci6n del Congreso, en marzo de 1990.

De los integrantes acusados, Torres y Ce-
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Mas de una
protesta han
recibido los
Jueces por no
hacer justicla en
los casos de
violaciones a los
derechos
humanos.

Sl se aprueba Ia
acusacioén
constitucional
en la Cdmara de
Diputados, el
Senado tendré
la ultima
palabra.

receda son vistos por los diputados Patroc;.
nantesdela iniciativa como los simbologms.
claros de dureza y arbitrariedad, en el émb;

de la justicia militar y civil, respccﬁvm,éﬁ'
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El documento establece dos causales agy.«
satorias: la conducta de los juecesrespecto dq
caso Chanfreau y en el proceso por el secueg.
iro del coronel Carlos Carrefio.

La primera establece las contradiceij
surgidas en ¢l proceso que se instruye por
delencién y desaparccimiento de Alfonsy.
Chanfreau, en 1974. Los parlamentariosique ™
promueven la presentacion sostienen Ta d"
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